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A U T O 

 

En las Medidas Cautelares núm. 5/2020 interpuesto por el Letrado D. Jesús María 

Garayo Rodríguez en nombre y representación de la CENTRAL SINDICAL 

INDEPENDIENTE Y DE FUNCIONARIOS contra LA GERENCIA DE SERVICIOS 

SOCIALES DE LA JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN, representada por el Letrado de la 
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Comunidad, y el MINISTERIO FISCAL sobre DERECHOS FUNDAMENTALES. -

MEDIDAS CAUTELARÍSIMAS, ha actuado como Ponente el Ilmo. Sr. D. JOSE 

MANUEL RIESCO IGLESIAS. 

H E C H O S  

PRIMERO.- Petición cautelar.  

El día 6 de este mes de abril de 2020 tuvo entrada en esta Sala de lo Social de 

Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León un escrito firmado por el 

Letrado don Jesús Garayo Rodríguez, en nombre y representación de la CENTRAL 

INDEPENDIENTE Y DE FUNCIONARIOS (CSI-F), en el cual tras exponer los hechos y 

fundamentos de derecho que tiene por convenientes, termina suplicando “que admita a 

trámite la solicitud de medidas cautelares y en su virtud se acuerde la obligación de la 

Administración de la Comunidad de Castilla y León, y de la Gerencia de Servicios Sociales 

de poner a disposición de los trabajadores de los Centros e Instituciones de la misma, los 

medios de protección necesarios y en el número que resulten suficientes, a fin de preservar la 

salud de los mismos en la prestación de su trabajo.”. 

 

 

SEGUNDO.- Tramitación. 

Registrado el escrito al día siguiente, 7 de abril, con el número 5/20, se acordó por 

providencia de esa misma fecha dar traslado simultáneamente a la GERENCIA DE 

SERVICIOS SOCIALES DE LA JUNTA DE CASTILLA Y LEON y al MINISTERIO 

FISCAL por un plazo de 24 horas para que pudiesen alegar lo que estimasen conducente a su 

derecho. 

 

 

TERCERO.- Alegaciones de las partes. 

En el indicado plazo presentaron sus alegaciones tanto la Gerencia de Servicios Sociales 

de la Junta de Castilla y León como el Ministerio Fiscal.  

Éste último alega, en síntesis, la falta de competencia objetiva por cuanto le 

correspondería, en su caso, la adopción de las medidas cautelares a la Sala de lo Social de la 



    

 

Audiencia Nacional (artículo 8.1 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social) por cuanto la 

autoridad competente en materia de sanidad en todo el territorio nacional es el Ministro de 

Sanidad que es quien viene a sustituir a cualquier otra entidad empleadora; también la falta de 

legitimación activa de la Central Sindical CSI-CSIF porque según el artículo 177.2 de la Ley 

Reguladora de la Jurisdicción Social tal legitimación le corresponde a los trabajadores 

efectivamente lesionados en sus derechos fundamentales, pudiendo el Sindicato actuar como 

coadyuvante, pero no accionar como parte principal en defensa de derechos fundamentales 

ajenos, que es lo que está realizando la entidad sindical CSIF al reclamar la tutela de los 

derechos fundamentales pertenecientes a terceros, los trabajadores de la Gerencia de Servicios 

Sociales; y, por último, subsidiariamente, plantea el Ministerio Fiscal la incompetencia de la 

jurisdicción social de considerar la Sala que el procedimiento a seguir es el de Tutela de 

Derechos Fundamentales, por cuanto la Central Sindical CSI-F no limita su reclamación al 

personal laboral, sino que incluye también al funcionario y el artículo 2.f) de la Ley 

Reguladora de la Jurisdicción Social declara dicho orden competente en esta materia frente a 

una Administración Pública respecto a demandas de su personal laboral, excluyendo al 

personal funcionario. 

La Gerencia de Servicios Sociales alega, en primer término, la incompetencia material 

de la jurisdicción social a favor de la jurisdicción contencioso-administrativa, desde el 

momento en que se trata de un conflicto colectivo en materia de personal, que afecta a 

personal laboral y funcionario que presta sus servicios en los centros de la Gerencia de 

Servicios Sociales. En segundo lugar, aduce la Gerencia la incompetencia jurisdiccional 

funcional de la Sala por cuanto el conflicto se extiende a todo el territorio nacional dado que 

la autoridad competente en el estado de alarma es el Ministro de Sanidad, de modo que el 

Sindicato accionante, que tiene implantación nacional, puede acudir a procesos ventilados 

ante órganos con jurisdicción estatal; de esta manera le correspondería el conocimiento de las 

medidas cautelares a la Audiencia Nacional y, en todo caso, de entender que nos encontramos 

ante una cuestión exclusivamente relativa a la prevención de riesgos laborales, la 

competencia, por aplicación de los artículos 2.e), 6 y 7 de la Ley Reguladora de la 

Jurisdicción Social, correspondería en realidad a los Juzgados de lo Social. La tercera 

alegación de la Gerencia se centra en la falta de legitimación pasiva de acuerdo con los 

artículos 4 y 12 del Real Decreto 463/20, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 

alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, y la 



    

 

Orden SND/234/2020, de 15 de marzo, sobre adopción de disposiciones y medidas de 

contención y remisión de información al Ministerio de Sanidad ante la situación de crisis 

sanitaria ocasionada por el COVID-19, según los cuales es al Ministro de Sanidad a quien 

corresponde impartir las órdenes correspondientes para asegurar el funcionamiento de las 

instituciones sanitarias en el supuesto de desabastecimiento de productos necesarios para la 

protección de la salud pública. Seguidamente se refiere la Gerencia a la ausencia de prueba y 

de “bonus fumus iuris”, dado que el peticionario no acredita en modo alguno la insuficiencia 

de los medios puestos a disposición y simplemente la adopta como presupuesto improbado, ni 

siquiera indiciariamente. En quinto lugar, alega la Gerencia de Servicios Sociales la ausencia 

de objeto porque, afortunadamente, la medida que se solicita ya ha sido debidamente 

cumplimentada por cuanto se han entregado a los profesionales todos los medios con los que 

se contaba y según se van consiguiendo más equipos de protección se procede a su reparto 

inmediato, de modo que pretender que se dote a los empleados de más medios de los que se 

dispone sería una medida de cumplimiento imposible. Por último, la Gerencia ilustra a la Sala 

con las actuaciones que ha llevado a cabo la Administración de la Comunidad de Castilla y 

León para la adquisición y suministro de EPIs al personal a su servicio. 

Por su parte, el Sindicato solicitante presentó una serie de documentos. 

 

CUARTO.- En la tramitación de estos autos se han seguido las normas legales de 

procedimiento. 

R A Z O N A M I E N T O S  J U R Í D I C O S  

PRIMERO.- Cuestión planteada. 

La Central Sindical Independiente y de Funcionarios (CSI-F) nos solicita la adopción de 

la medida cautelar consistente en que se acuerde la obligación de la Administración de la 

Comunidad de Castilla y León y de la Gerencia de Servicios Sociales, de poner a disposición 

de los trabajadores de los Centros e Instituciones de la misma los medios de protección 

necesarios y en el número que resulten suficientes, a fin de preservar la salud de los mismos 

en la prestación de su trabajo.  



    

 

En apoyo de su pretensión la Central Sindical CSI-F invoca varios preceptos de la Ley 

31/95, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales; del Real Decreto 664/1997, 

de 12 de mayo, sobre la protección de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la 

exposición a agentes biológicos durante el trabajo: y del Real Decreto Legislativo 5/2000, de 

4 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y 

Sanciones en el Orden Social. Alega, asimismo, la fácil y rápida propagación del coronavirus 

COVID-19 objeto de la pandemia en la que nos encontramos y la gravedad que dicha 

enfermedad acarrea, por lo que, de no adoptarse, de forma inmediata, las medidas de 

protección adecuadas, la salud de los trabajadores se verá gravemente afectada. En el aspecto 

procesal cita la solicitante el artículo 79.1 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social, el 

cual dispone que las medidas cautelares que resulten necesarias para asegurar la efectividad de la 

tutela judicial que pudiera acordarse en sentencia se regirán por lo dispuesto en los artículos 721 a 

747 de la Ley de Enjuiciamiento Civil con la necesaria adaptación a las particularidades del proceso 

social y oídas las partes, si bien podrá anticiparse en forma motivada la efectividad de las medidas 

cuando el solicitante así lo pida y acredite que concurren razones de urgencia o que la audiencia 

previa puede comprometer el buen fin de la medida cautelar. En su escrito de solicitud de 

imposición de las medidas el Letrado de CSI-F, por más que las denomine cautelarísimas, no 

pide expresamente que se haga inaudita parte, ni tampoco fija un plazo perentorio para el 

suministro del material de protección, ni aparece claramente la competencia de esta Sala para 

conocer de las medidas reclamadas, razones éstas por las que, atendiendo al artículo 5 de la 

Ley Reguladora de la Jurisdicción Social y a la urgencia de la cuestión planteada, la Sala 

decidió conceder tanto a la Administración requerida como al Ministerio Fiscal un plazo de 

veinticuatro horas para que pudiesen hacer las alegaciones que considerasen convenientes; 

plazo este que también aprovechó la parte solicitante para incorporar algunos documentos 

nuevos a las actuaciones. 

 

 

SEGUNDO.- Sobre la competencia de esta Sala para conocer de las medidas 

solicitadas.  

En sus extensos escritos de alegaciones tanto el Ministerio Fiscal como la Gerencia 

insisten en la falta de competencia -desde diversos puntos de vista- de esta Sala para adoptar 

las medidas cautelares reclamadas por la Central Sindical CSI-F. En cualquier caso, el artículo 

725.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, aplicable por remisión expresa del antes transcrito 



    

 

artículo 79 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social, exige que el tribunal examine de 

oficio su jurisdicción, su competencia objetiva y la territorial antes de adoptar las medidas 

cautelares. 

 

I.- De la competencia material. A ella se refiere singularmente la Gerencia de 

Servicios Sociales. El examen de la competencia viene dificultado en este supuesto porque a 

la vista del texto del escrito de solicitud inicial no es fácil determinar la acción que en el 

futuro pretende ejercer la Central Sindical CSI-F, dado que en el encabezamiento dice 

interponer la solicitud en materia de derechos fundamentales, en concreto el derecho a la vida 

y a la integridad física y en materia de prevención de riesgos laborales. Y al tratar de la 

competencia en el apartado I de los fundamentos de derecho se la atribuye a la Sala porque 

aun refiriéndose a materia de prevención de riesgos laborales, el procedimiento es relativo a 

conflictos colectivos ya que las medidas cautelares se refieren a intereses generales de un 

grupo genérico susceptible de determinación individual. A continuación, en el apartado II, sin 

embargo, para acogerse a la no suspensión e interrupción de los plazos previstos en las leyes 

procesales como consecuencia de la declaración del estado de alarma, ya no menciona la 

prevención de riesgos laborales, sino que pone de manifiesto que nos encontramos ante la 

tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas regulados en la Ley Reguladora de 

la Jurisdicción Social.  

Desde luego, la solución acerca de la competencia de la Sala sería distinta según se 

tratase de un procedimiento ordinario en materia de prevención de riesgos laborales o de una 

tutela de derechos fundamentales si tenemos en cuenta que de acuerdo con la certificación del 

Gerente de Servicios Sociales de Castilla y León (documento 7 de los aportados con las 

alegaciones) la Gerencia de Servicios Sociales cuenta con 3.657 empleados públicos: 192 

funcionarios y 3.465 personal laboral. En efecto, el artículo 2.e) de la Ley Reguladora de la 

Jurisdicción Social dispone que los órganos jurisdiccionales del orden social conocerán de las 

cuestiones litigiosas que se promuevan “Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones 

legales y convencionales en materia de prevención de riesgos laborales, tanto frente al empresario 

como frente a otros sujetos obligados legal o convencionalmente, así como para conocer de la 

impugnación de las actuaciones de las Administraciones públicas en dicha materia respecto de todos 

sus empleados, bien sean éstos funcionarios, personal estatutario de los servicios de salud o personal 

laboral, que podrán ejercer sus acciones, a estos fines, en igualdad de condiciones con los 

trabajadores por cuenta ajena, incluida la reclamación de responsabilidad derivada de los daños 



    

 

sufridos como consecuencia del incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales 

que forma parte de la relación funcionarial, estatutaria o laboral; y siempre sin perjuicio de las 

competencias plenas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el ejercicio de sus 

funciones.”. Esta norma competencial implica que por razón de la materia la Sala sería 

competente para conocer de estas medidas cautelares porque el suministro de los medios de 

protección necesarios afecta tanto a personal laboral como funcionario (en este sentido, 

sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo de 24 de junio de 2019, Rec. 123/18). La 

solución sería, sin embargo, distinta, si entendemos que nos hallamos ante un proceso que 

versa sobre la tutela de derechos fundamentales porque en ese caso la letra f) del artículo 2 

restringe el conocimiento del litigio cuando va referido a la protección del personal laboral, no 

del funcionario; así lo entiende la Sala Cuarta del Tribunal Supremo en la sentencia de 17 de 

mayo de 2018 (Rec. 3598/16), citada tanto por la Administración requerida como por el 

Ministerio Fiscal en sus respectivas alegaciones. 

Pero, al igual que en el supuesto del Auto de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo del 

pasado 6 de abril (Procedimiento de impugnación de actos de la Administración 2/20) la 

petición de medidas cautelares insiste en el derecho a la seguridad y salud laboral del personal 

-solo se citan en el escrito preceptos de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales o de la 

LISOS, omitiendo la mención de cualquier precepto constitucional-, en este caso, al servicio 

de la Gerencia de Servicios Sociales, por lo que, al menos indiciariamente, la cuestión 

litigiosa sería propia de este orden jurisdiccional social. 

  

II.- De la competencia objetiva y funcional. Por lo que respecta a la competencia 

objetiva -para el Ministerio Fiscal- o funcional -para la Gerencia-, se plantea la duda porque a 

raíz de la declaración del estado de alarma por el Real Decreto 463/20, de 14 de marzo, la 

autoridad competente en la materia que nos ocupa es el Ministro de Sanidad. Precisamente 

por el ámbito nacional de la actuación de la indicada autoridad ministerial, tanto para la 

Gerencia como para el Ministerio Fiscal, la competencia para conocer de la adopción de las 

medidas solicitadas le correspondería a la Audiencia Nacional, de acuerdo con lo previsto en 

el artículo 8 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social.  

Cierto es que el artículo 4 del Real Decreto 463/20 atribuye al Ministro de Sanidad la 

cualidad de autoridad competente delegada en cuanto a las áreas de responsabilidad que no 

recaigan en la competencia de la Ministra de Defensa o de los Ministros del Interior y 

Transportes, Movilidad y Agenda Urbana. Ahora bien, según el artículo 6, para la gestión 



    

 

ordinaria de los servicios cada Administración conservará las competencias que le otorga la 

legislación vigente para adoptar las medidas que estime necesarias en el marco de las órdenes 

directas de la autoridad competente a los efectos del estado de alarma y sin perjuicio de lo 

establecido en los artículos 4 y 5 (artículo 6). De esta manera, por lo que aquí interesa, la 

Gerencia de Servicios Sociales y, concretamente a su Gerente, le sigue correspondiendo, entre 

otras funciones, ostentar la Jefatura Superior de todo el personal destinado en las unidades y 

centros dependientes de la Gerencia de Servicios Sociales, ejerciendo las competencias que la 

normativa vigente en la Comunidad Autónoma atribuya a los jefes superiores de las distintas 

Consejerías en materia de personal, dando cuenta al Consejo de Administración; y, asimismo, 

dictar instrucciones relativas al funcionamiento y organización interna de la Gerencia de 

Servicios Sociales, sin perjuicio de las facultades que correspondan a la Consejería 

competente en materia de Servicios Sociales, al Consejo de Administración y a su Presidente 

(Artículo 18, del Decreto 2/1998, de 8 de enero, que aprueba el Reglamento General de la 

Gerencia). Entendemos que, por tanto, la Gerencia sigue conservando sus facultades como 

empresario público en lo que respecta a las decisiones sobre su personal, entre las que 

indudablemente se encuentra la prevención de riesgos laborales, con las obligaciones que 

respecto a la misma le imponen como empresaria los artículos 14 y concordantes de la Ley 

31/95, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. Entre esas obligaciones se 

encuentran señaladamente la genérica de protección de los trabajadores frente a los riesgos 

laborales (artículo 14.1) y la más específica de proporcionarles equipos de protección 

individual adecuados para el desempeño de sus funciones y velar por el uso efectivo de los 

mismos cuando, por la naturaleza de los trabajos realizados, sean necesarios y también cuando 

los riesgos no se puedan evitar por medios técnicos de protección colectiva o mediante 

medidas, métodos o procedimientos de organización del trabajo (artículo 17).  

Desde este punto de vista la competencia de la Sala por razones objetivas y funcionales 

nos parece evidente porque la entidad obligada a proporcionar a sus trabajadores los medios 

de protección individuales que resulten necesarios corresponde directamente a la Gerencia de 

Servicios Sociales de Castilla y León (así puede deducirse de la guía de actuación editada por 

ella misma para sus centros residenciales en relación con el COVID-19, en la que se dispone 

que el responsable del centro tendrá en cuenta el stock y procurará disponer del número de 

EPIs que sea necesario, procurándose su adquisición a través de los circuitos establecidos, las 

Gerencias Territoriales de Servicios Sociales, la Gerencia de Servicios Sociales, Autoridad 



    

 

Sanitaria o Gobierno de España), sin perjuicio de la responsabilidad que, en su caso, pueda 

atribuirse al Ministerio de Sanidad a la hora de proporcionárselos a la Comunidad Autónoma. 

 

III.- De la competencia territorial. Disipadas las dudas sobre el carácter de empresario 

de la Gerencia de Servicios Sociales a la hora de asumir la obligación de proporcionar a su 

personal los medios de protección que resulten necesarios, se aclara también la competencia 

de esta Sala por razón del territorio. En efecto, la meritada Gerencia extiende su ámbito de 

actuación a toda la Comunidad Autónoma de Castilla y León y, por tanto, a la jurisdicción de 

más de un Juzgado de lo Social del territorio, por lo que, conforme al artículo 7.a) de la Ley 

Reguladora de la Jurisdicción Social le corresponde el conocimiento del litigio, si nos 

hallamos en un proceso de tutela de derechos fundamentales (artículo 2.f), aunque podría 

llegar a ser dudoso si se tratase exclusivamente de un proceso ordinario en materia de 

prevención de riesgos laborales (artículo 2.e), por cuanto el mismo no está expresamente 

previsto en el citado artículo 7.a), que establece la competencia de las Salas de lo Social de los 

Tribunales Superiores de Justicia (Auto del Tribunal Supremo de 6 de abril de 2020). 

 

 

TERCERO.- Resolución sobre el fondo de la medida cautelar. 

Una vez que hemos aceptado nuestra competencia para conocer de la solicitud de las 

medidas cautelares solicitadas por la Central Sindical CSI-F, hemos de examinar si procede la 

adopción de tales medidas en los términos planteados por la indicada solicitante. 

En el apartado tercero de los hechos de su escrito de solicitud la solicitante justifica la 

reclamación a la Gerencia en que ésta, con claro desprecio a lo establecido en el Real Decreto 

463/20, no ha tomado las medidas de prevención necesarias para proteger la salud de sus 

trabajadores, incumpliendo lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 31/95, de 8 de noviembre, 

de Prevención de Riesgos aborales, lo cual ocasiona un grave peligro para ellos. En el hecho 

cuarto menciona la solicitante la tasa de mortandad que esta enfermedad está causando a la 

sociedad, “lo que hace inminente la peligrosidad a la que los trabajadores se encuentran 

sometidos”; en el hecho quinto pide que se tenga “en cuenta la fácil y rápida propagación del 

virus objeto de la epidemia internacional en la que nos encontramos y la gravedad que dicha 

enfermedad acarrea, siendo que, de no adoptarse, de forma inmediata, las medidas de 

protección adecuadas, la salud de los trabajadores se verá gravemente afectada.”. Y termina 



    

 

recabando la urgencia en la adopción de las medidas cautelarísimas “dada la urgencia de las 

mismas y dada la imposibilidad de redactar con dicha urgencia, una demanda en atención a 

su complejidad y dificultad de acceder a los datos necesarios para fundamentar una demanda 

o de obtener los documentos que han de acompañarla.”, para en el suplico pedir la puesta “a 

disposición de los trabajadores de los Centros e Instituciones de la misma, los medios de 

protección necesarios y en el número que resulten suficientes, a fin de preservar la salud de 

los mismos en la prestación de su trabajo.”. 

En sus alegaciones la Gerencia -el Ministerio Fiscal no se pronuncia sobre el fondo de 

la medida cautelar- se refiere a la ausencia de prueba y de “bonus fumus iuris”, dado que el 

peticionario no acredita en modo alguno la insuficiencia de los medios puestos a disposición y 

simplemente la adopta como presupuesto improbado, ni siquiera indiciariamente. Alega, 

asimismo, la Gerencia de Servicios Sociales la ausencia de objeto porque, afortunadamente, la 

medida que se solicita ya ha sido debidamente cumplimentada por cuanto se han entregado a 

los profesionales todos los medios con los que se contaba y según se van consiguiendo más 

equipos de protección, se procede a su reparto inmediato, de modo que pretender que se dote 

a los empleados de más medios de los que se dispone, sería una medida de cumplimiento 

imposible. Estas alegaciones las acompaña la Gerencia de unos cuantos documentos que 

acreditan las actuaciones que ha llevado a cabo la Administración de la Comunidad de 

Castilla y León para la adquisición y entrega de EPIs a sus empleados, entre ellos los adscritos 

a la Gerencia de Servicios Sociales. 

En realidad, lo que pide el Sindicato CSI-F es la aplicación general, entre otros, de los 

artículos 14, 17 y 21 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, puesto que no detalla los 

medios de protección que considera necesarios (batas impermeables, mascarillas 

homologadas, etc.). No acredita tampoco que no se esté suministrando el material preciso, ni 

en qué medida hace falta otro distinto o más específico o numeroso, ni en qué centros, 

asistenciales o de otro tipo, se están produciendo las carencias porque, lógicamente, no es lo 

mismo el trabajo -y la necesidad de EPIs- en un centro asistencial de personas mayores que en 

una oficina administrativa a la que no tiene acceso el público en general. 

Lo que, en definitiva, hace la solicitante, sin que conste ninguna actuación contraria a 

aquella obligación de suministrar los EPIs, es pedir que se acuerden las medidas 

cautelarísimas y se requiera a la Gerencia a que cumpla la Ley, pero sin ni siquiera exigir un 

plazo perentorio para que se dote a los trabajadores de los medios de protección necesarios.  



    

 

La Comunidad Autónoma ha acreditado, por su parte, mediante la documentación que 

acompaña a las alegaciones, que ha realizado un importante esfuerzo económico y de gestión 

para facilitarle a sus empleados los medios de protección que considera indispensables, sin 

que debamos dejar de lado la unánimemente reconocida dificultad para conseguir los 

necesarios suministros sobre todo en el mercado internacional. 

Coincidimos con el Tribunal Supremo (Auto de la Sala Tercera de fecha 25 de marzo de 

2020 (procedimiento n.º recurso ordinario 88/2020) en que somos conscientes de la 

emergencia en la que nos encontramos y también de la labor decisiva que para afrontarla están 

realizando especialmente los profesionales sanitarios y, lógicamente, también los que atienden 

los centros de cuya gestión se encarga la Gerencia de Servicios Sociales. Y, al igual que el 

Tribunal Supremo, tampoco desconocemos que las personas que laboran en la Gerencia deben 

contar con todos los medios necesarios para la debida atención a las personas a las que asisten 

sin poner en riesgo su propia salud ni la de las personas con las que mantengan contacto 

dentro y fuera de su trabajo, debiendo hacerse cuantos esfuerzos sean posibles para que 

cuenten con ellos. 

Pero por las razones que antes hemos apuntado entendemos que no procede la adopción 

en este momento de la medida cautelar solicitada, sin perjuicio de que la solicitante pueda 

ejercitar la acción que considere oportuna en el procedimiento principal, ya que lo aquí 

decidido no prejuzga lo que allí haya de resolverse. 

 

Vistos los preceptos citados y demás de general y pertinente aplicación 

P A R T E  D I S P O S I T I V A  

DESESTIMAMOS la solicitud de MEDIDAS CAUTELARÍSIMAS formulada por el 

Letrado don Jesús Garayo Rodríguez, en nombre y representación de la CENTRAL 

SINDICAL INDEPENDIENTE Y DE FUNCIONARIOS (CSI-F), contra la GERENCIA 

DE SERVICIOS SOCIALES DE LA JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN en materia de 

DERECHOS FUNDAMENTALES y de PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES, 

consistente en poner a disposición de los trabajadores de los Centros e Instituciones de la 

misma, los medios de protección necesarios y en el número que resulten suficientes, a fin de 



    

 

preservar la salud de los mismos en la prestación de su trabajo, con reserva de acciones a la 

parte actuante CSIF por plazo de 20 días para presentar la demanda del pleito principal. 

 

Notifíquese la presente resolución a las partes, haciendo la indicación de que contra la 

misma cabe recurso de reposición a interponer ante este órgano judicial, en el plazo de los 

CINCO DÍAS siguientes a su notificación con expresión de la infracción cometida en la 

resolución a juicio del recurrente, sin que la interposición del recurso tenga efectos 

suspensivos con respecto a la resolución recurrida.  

 

Así por este nuestro auto, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 

 

 
 
 
        Ante mí. 
 
 
 
 
 
 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 
sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 
que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 
las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 
víctimas o perjudicados, cuando proceda. 
 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 
fines contrarios a las leyes. 


